RESPUESTAS A LAS OBSERVACIONES PRESENTADAS POR LOS DIFERENTES PROPONENTES DENTRO DE LA INVITACION A COTIZAR LA CONSTRUCCION DE LA PRIMERA ETAPA DE LA FACULTAD DE CIENCIAS CONTABLES ECONOMICAS Y ADMINISTRATIVAS DE LA UNIVERSIDAD DEL CAUCA
1) A las observaciones de la Sra. Rosaura Toro Ramírez del Consorcio FCCEA:

Observación: “…Dentro del proceso de evaluación de la licitación de la referencia vemos que fuimos excluidos por no haber presentado las notas a los Balances de la integrante del consorcio, Ing. Rosaura Toro Ramírez.

Consideramos que objetivamente a esto no debería ser motivo de descalificación, si no de verificación, ya que el balance y la declaración de Renta se presentaron y las notas como tal no altera el contenido de los mismos sino vienen a ser un complemento…”

RTA.  En atención al artículo 36 de la ley 222 de 1995 y considerando que lo omisión en la presentación de los estados financieros no es subsanable se reitera el rechazo de la propuesta.

2) A las observaciones de la Unión Temporal Martínez y Martínez 

¨…En este escrito nos remitimos especialmente a la decisión tomada por ustedes en esta etapa, consistente en el rechazo de la propuesta mencionada, con fundamento en la ausencia de un documento contentivo de una declaración anexa a la certificación de los estados financieros presentada por el señor Carlos Alberto Martínez Martínez.

En este sentido, manifestamos de antemano nuestra oposición a tal decisión de acuerdo con las siguientes consideraciones de índole jurídica, las cuales van encaminadas a demostrar el cumplimiento total y absoluto de los requisitos establecidos en la Ley y en el pliego, lo cual conduce inexorablemente a habilitar la propuesta presentada por la Unión temporal que represento:

1. El cumplimiento de la obligación a cargo del proponente de surtir la respectiva certificación de los estados financieros, dentro de la Invitación de la Referencia

En el documento denominado "Pliego de condiciones para la Invitación a Cotizar ordenado mediante la resolución No. 026 de 2005" se determinó la obligación del proponente dentro de tal Invitación de presentar los estados financieros y la declaración de renta de acuerdo con lo señalado en el literal C del mismo documento:

"El proponente deberá anexar los siguientes documentos:

(. . . )

2.  Certificación de los Estados Financieros conforme a 10 estipulado en el artículo 37 de la Ley 222 de 1995 (sin esta certificación los estados financieros no pueden aceptarse y en tal caso no se puede aceptar la propuesta)."

Los alcances del aparte trascrito pueden ser determinados, a su vez, por el marco normativo vigente que señala la definición y la forma en que deben certificarse los estados financieros.

En primer término debe observarse lo señalado en el Decreto Reglamentario 2649 de 1993, por medio del cual se establecieron, entre otros, los principios contables generalmente aceptados, determinándose en su artículo 33 la forma en que deben ser certificados los estados financieros que deban presentarse en cumplimiento de alguna obligación legal o, como sucede en el presente caso, que devenga de la expectativa real y futura de la celebración de un negocio jurídico:

"Estados financieros certificados y dictaminados. Son estados financieros certificados aquellos firmados por el representante legal, por el contador público que los hubiere preparado y por el revisor fiscal, si lo hubiere, dando así testimonio de que han sido fielmente tomados de los libros.”1
De acuerdo con lo señalado por el anterior aparte normativo, la firma por parte del representante legal y el contador público de los estados financieros presentados da fe tanto de su veracidad como de la fidelidad de los datos tomados de los libros contables con los que cuenta la empresa respectiva. Ello es lógico, en virtud de la ocurrencia de una situación amparada por el principio general de la Buena Fe, consagrado constitucionalmente como lo veremos más adelante, y según el cual, debe presumirse la lealtad de las actuaciones llevadas a cabo por los particulares en su relación con los demás ciudadanos y en sus relaciones con la Administración Pública.

_________________

1 Negrilla y subrayas fuera de texto. 

Posteriormente, el artículo 37 de la ley 222 de 1995, no obstante ser una norma posterior e igualmente especial sobre el mismo tema, precisó en todo caso los alcances de lo señalado por nosotros anteriormente, sin concurrir en la expedición 

de esta ley la derogación expresa o tácita de la disposición arriba trascrita. Se lee en el artículo bajo estudio:

"Estados financieros certificados. El representante legal y el contador público bajo cuya responsabilidad se hubiesen preparado los estados financieros deberán certificar aquellos que se pongan a disposición de los asociados o de terceros. La certificación consiste en declarar que se han verificado previamente las afirmaciones contenidas en ellos, conforme al reglamento, y que las mismas se han tomado fielmente de los Libros.”2
En esta última disposición normativa, se amplia el alcance del artículo 33 del Decreto 2649 de 1993, en el sentido de aclarar que la certificación de los estados financieros contiene implícitamente la verificación de las afirmaciones que en ellos se hacen y la fidelidad de éstas conforme a lo consignado en los libros contables.

Es ésta la interpretación idónea que ha adoptado el máximo organismo de inspección y vigilancia de la profesión contable en Colombia, la Junta Central de Contadores3, según se desprende de lo indicado por ella mediante la Circular Externa No. 030 de 1998, cuyos fragmentos más importantes expondremos a continuación:

____________

2 Negrillas y subrayas fuera de texto.

3 La Junta Central de Contadores es una unidad administrativa especial sin personería jurídica adscrita al Ministerio de Educación Nacional, creada por medio del Decreto Legislativo 2373 de 1956, ratificada por la Ley 145 de 1960 y la Ley 43 de 1990, e integrada al sector administrativo de la educación mediante el Decreto 2330 de 2003.

Al tenor de lo establecido en la Ley 43 de 1990 y el Acuerdo 004 de 2001 de la misma Junta, en el cual se establece su propio reglamento, esta Corporación tiene dentro de su órbita funcional la de resolución de consultas y la de proferir conceptos a través de la expedición de circulares externas, las cuales tienen obligatoriedad en el medio contable si se tiene en cuenta que entre sus funciones se encuentra la de hacer cumplir las normas sobre ética profesional y la de procurar que el ejercicio de la contabilidad se haga de acuerdo con las disposiciones normativas pertinentes.

"En los términos del artículo 37 de la ley en cita (Ley 222/95), el representante legal y el contador público bajo cuya responsabilidad se hubieren preparado los estados financieros, deberán certificar aquellos que se pongan a disposición de los asociados o de terceros. En este sentido, es de anotar que la certificación consiste en declarar que se han verificado previamente las afirmaciones que sobre existencia, integridad, derechos y obligaciones, valuación, presentación y revelación se encuentran contenidas en los estados financieros, en cumplimiento cabal del mandato contenido en el artículo 57 del Decreto 2649 de 1993, esto es, que la administración del ente económico, incluido el contador público responsable de la preparación de los estados financieros, se ha cerciorado que se encuentran cumplidas las afirmaciones implícitas y explícitas contenidas en cada uno de los elementos que conforman dichos estados financieros.

En este orden de ideas y de acuerdo con la referida norma,  a certificación se entiende surtida con  a firma de  os estados financieros por parte de  representante  legal  y del  contador público responsable de  la preparación de  los mismos, con los alcances del artículo 57 del Decreto 2649 de 1993."4
Es evidente que se desprende de la Circular anterior – normal jurídica vinculante- una prioridad, cual es la de brindar a la manifestación de voluntad expresada mediante la firma del representante legal y del contador público de los estados financieros preparados por ellos mismos, toda la veracidad y confiabilidad, sin exigir de tal manifestación requisitos o expresiones adicionales para que surta efectos como certificación válida frente a terceros.

No en vano, el artículo 10 de la Ley 43 de 1990 recalcó que los actos realizados por un contador público en el ejercicio de su profesión se presumen verdaderos y ajustados a la ley. Señala la norma en cuestión:

"De la fe pública. La atestación o firma de un contador público en  los actos propios de su profesión hará presumir, salvo prueba en contrario, que el acto respectivo se ajusta a  los requisitos  legales, lo mismo que a  los estatutarios en el  caso de personas jurídicas. Tratándose de balances, se presumirá además que  los saldos se han tomado fiel ente de  los  libros, que éstos se ajustan a  las normas  legales y que  as cifras registradas en ellos reflejan en forma fidedigna  a correspondiente situación financiera en  a fecha de  balance. "5
______________________

4 Negrillas y subrayas fuera de texto. 

5 Negrillas y subrayas fuera de texto.

De conformidad con las interpretaciones y normas trascritas, la exigencia de requisitos o de manifestaciones adicionales a las que legalmente se reconocen como válidas para la expedición de una certificación, tanto al representante legal de una empresa como al contador público titulado que firman unos estados financieros o balance, violan flagrantemente principios elementales del derecho cuales son el de la buena fe y el de prevalencia de la esencia sobre la forma, a los cuales nos referiremos a continuación.

2. Violación del principio general de la buena fe

El principio general de la Buena Fe está consagrado en el artículo 83 de la Constitución Política de Colombia, cuyo tenor es el siguiente:

"Las actuaciones de  los particulares y de  las autoridades públicas deberán ceñirse a  los postulados de  a buena fe,  la cual  se presumirá en todas  as gestiones que aquellos adelanten ante éstas." 6
La buena fe  bona fides) según Luís Diez - Picazo, es aquella conducta que revela la posición moral de una persona respecto de una situación jurídica, expresa la confianza o la esperanza en una actuación correcta del otro, implicando un modelo de comportamiento, no formulado legalmente y de imposible formulación legal, que vive en las creencias y en la conciencia social y al que deben ajustarse los comportamientos individuales.7
Como todas las presunciones de derecho, la presunción de buena fe admite prueba en contrario, ya que el mismo principio comporta la imposibilidad legal y moral de alegar la culpa, el dolo o la mala fe, como fuente de derechos o

eximente de responsabilidad.8
Este último es un principio que irradia todo nuestro ordenamiento jurídico, y que se deriva del postulado de la buena fe, en el que los sujetos de la colectividad y en especial aquellos que participan del tráfico jurídico, no pueden invocar o alegar su culpa, negligencia, dolo o mala fe como justa causa atributiva de un derecho patrimonial o como una justa causa eximente de responsabilidad.

__________________________

6 Negrillas y subrayas fuera de texto.

7 DIEZ PICAZO, Luís. Fundamentos de Derecho Civil Patrimonial: Introducción Teoría del Contrato". Tomo I. Editorial Civitas: Madrid, 1996. Quinta Edición. Pág. 51.

8 Este principio implica de igual forma que nadie puede invocar su desconocimiento de la juridicidad o de algunos efectos jurídicos de los actos que ha realizado.

En el caso concreto, tal y como se estudio en el acápite anterior, al interior del artículo 10 de la Ley 43 de 1990 se consigna una presunción legal, cual es que la firma del contador público sobre balances o estados financieros indica que los mismos se ajustan a la normatividad vigente, que los saldos expresados en ellos se han tomado fielmente de los libros, y que las cifras registradas corresponden a la verdadera situación financiera y a la fecha del balance.

En este sentido, debe tenerse en cuenta que el rechazo por parte de la entidad pública licitante de los estados financieros presentados por el señor Carlos Alberto Martínez Martínez dentro de la Invitación a Cotizar ordenada mediante la Resolución No. 026 de 2005 de la Universidad del Cauca, y el consecuente rechazo de la propuesta presentada por la Unión Temporal Martínez y Martínez, viola flagrantemente el principio general de la buena fe, ya que en dicha actuación no se desvirtuó una presunción de derecho consagrada Constitucional9 y legalmente10, señalando en tal actuación la falsedad de los datos consignados en los estados financieros presentados en cuanto a las cifras y los saldos consignados en ellos.

Por ello, al momento del rechazo, no bastaba para la entidad pública licitante esgrimir que la certificación proferida por el representante legal y el contador público respectivos carecía de una manifestación adicional de su conformidad con los libros contables y con las normas positivas sobre la materia, sino que debía desvirtuar de forma clara, expresa y probada que tales estados financieros no se hallaban conformes con los factores mencionados, desvirtuando de esta forma su veracidad y legalidad, lo que conlleva a desvirtuar la Buena Fe, que ampara las actuaciones de los particulares, frente al Estado y ante los demás miembros de la colectividad.

Sola y únicamente en la hipótesis descrita, procede de forma regular y conforme con los postulados superiores de origen constitucional y legal el rechazo de los estados financieros presentados debidamente por el señor Carlos Alberto Martínez Martínez. El caso contrario, el cual es precisamente el que se evidenció en la actuación administrativa de la entidad pública licitante, se constituyó, entonces, en un ataque infundado a la buena fe presunta que emana del ejercicio de la profesión contable.

________________

9 Ver al respecto, el artículo 83 de la Constitución Política, arriba trascrito.

10 Ver al respecto, el artículo 10 de la Ley 43 de 1990, arriba trascrito.

3. Prevalencia de la esencia sobre lo formal en materia de contratación pública

En la Constitución Política de 1991 se consagró un principio básico de nuestro ordenamiento jurídico positivo, cual es la prevalencia del derecho sustancial sobre las formalidades, prevalencia que tiene como fin asegurar el efectivo e inmediato cumplimiento tanto de los derechos fundamentales consagrados en la Carta, como de los derechos y obligaciones devenidos de las leyes, de los actos reglamentarios y demás actos administrativos, así como de las sentencias proferidas en derecho por los jueces y de los negocios jurídicos y/o contratos debidamente celebrados.

En efecto, en numerosos artículos se señaló la prevalencia de lo esencial sobre las formas procedimentales: en la acción de tutela o amparo directo de los derechos fundamentales contenidos en la Carta (artículo 86); en la prevalencia de la realidad sobre las formas jurídicas en materia laboral (artículo 53); en la primacía del derecho sustancial en las actuaciones judiciales (artículo 228); Y en general, en la prescripción de normas, garantías y principios supra que, por obra del artículo 4° de la Constitución, el cual fijaba su carecer de norma de normas, debían aplicarse de forma inmediata, imperativa y armonizada por sobre el orden normativo.

Existe, al respecto del caso analizado, una norma que impide a las autoridades públicas la imposición de requisitos adicionales a los necesarios para la ejecución de una actividad o profesión. Nos referimos al artículo 84 de la norma de normas, que a la letra prescribe:

"Cuando un derecho
o
una
actividad hayan sido reglamentados de manera general, las autoridades públicas no podrán establecer ni exigir permisos, licencias o requisitos adicionales para su ejercicio." 11
En el presente caso, al proceder la entidad pública licitante al rechazo de la propuesta de la Unión Temporal Martínez y Martínez por la ausencia de una declaración anexa a los estados financieros certificados por el señor Carlos Alberto Martínez Martínez, no sólo se está contrariando injusta e improbadamente la buena fe implícita en las actuaciones de la Unión Temporal, del señor Martínez y del contador público que elaboró el balance, sino que se está conminando a éste último a la realización de una actividad adicional al ejercicio de su profesión contable, la cual se evidencia además como una actividad totalmente impertinente, 

_______________________

11 Negrillas y subrayas fuera de texto.

si se tiene en cuenta que tanto la firma de los estados financieros como la presentación de una declaración sobre la veracidad y lealtad de los estados financieros presentados guardan, en su contenido, la misma y única finalidad cual es la expresión o manifestación de la verdadera situación financiera de la empresa por parte de sus máximos representantes.

En concordancia con esta interpretación, y en materia de contratación pública, es explícito al respecto lo establecido en el numeral 15 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993, el

cual ordena a las autoridades públicas que están llevando a cabo un proceso licitatorio que no pueden exigir la presentación de documentos que no sean necesarios para la comparación de lo propuesto por los oferentes:

"Las autoridades no exigirán sellos, autenticaciones, documentos originales o autenticados, reconocimientos de firmas, traducciones oficiales, ni cualquier otra clase de formalidades o exigencias rituales, salvo cuando en forma perentoria y expresa lo exijan , leyes especiales.

La ausencia de requisitos o la falta de documentos referentes a la futura contratación o al proponente, no necesarios para la comparación de propuestas, no servirá de título suficiente para el rechazo de los ofrecimientos hechos." 12
I Entonces, si la firma por el contador de la empresa de los balances o estados financieros y la declaración sobre la veracidad de los mismos guardan, desde lo consagrado por la Ley 43 de 1990 y según lo que hemos expuesto por nosotros anteriormente, un mismo contenido y tienen jurídicamente los mismos fines, debe concluirse que la entidad licitante no tiene elementos de derecho suficientes para rechazar la propuesta de la Unión Temporal Martínez y Martínez ante la ausencia de la citada declaración en los estados financieros presentados por el señor Carlos Alberto Martínez Martínez.

Finalmente, conforme a la norma transcrita y resaltada en precedencia, resulta absolutamente claro, desde el punto de vista de la lógica de lo razonable, que no obstante que la Unión temporal que represento presentó los estados financieros certificados, requisito éste que se entiende cumplido implícitamente con la firma del   Contador y del Representante Legal, es éste un requisito no necesario para la 

______________________

12 Negrillas y subrayas fuera de texto.

comparación objetiva de las propuestas, por lo que su ausencia, no podría servir de justo título para rechazar una propuesta.

En tal orden, y bajo el entendido que desde el punto de vista legal, los estados financieros presentados por la Unión temporal MARTÍNEZ y MARTINEZ están debidamente certificados, ante una duda, debió procederse a solicitar, antes del rechazo, aclaraciones o explicaciones al proponente.

4. Principio Constitucional del In dubio pro actione

Otro principio de nuestro Estado Social de Derecho, que igualmente irradia todas las actuaciones que adelantan los particulares con el Estado, es aquel según el cual, cuando quiera que dentro de una actuación administrativa, se presente disparidad de criterios o de interpretación de una norma jurídica, que conlleven a una situación jurídica de "duda razonable", deberá preferirse aquella interpretación que favorezca al actor o al administrado que esté actuando dentro de un proceso administrativo o precontractual Estatal.

En el presente caso, no obstante la claridad sobre el cumplimiento en la presentación de los Estados Financieros Certificados por parte de la Unión temporal que represento, existen normas jurídicas - Decreto 2649 de 1993-, Ley 43 de 1990- así como Circulares de la Junta Central de Contadores, que establecen que la certificación del estado financiero se entiende surtida con la firma del representante legal y del contador público, por lo que si existe alguna duda con respecto a la interpretación dada por la entidad pública contratante a los pliegos de condiciones, deberá resolverse tal duda a favor del proponente UNIÓN TEMPORAL MARTINEZ y MARTINEZ, interpretación ésta que encuentra respaldo en las normas, circular y conceptos arriba mencionados, por lo que en consecuencia, deberá procederse a HABILITAR la propuesta presentada por mi representado.”

5. Conclusión

En vista de lo expuesto en precedencia, se concluye que carece de piso jurídico válido la exigencia e idoneidad, dentro de un proceso licitatorio, de una declaración o manifestación de voluntad adicional a la presentación de los balances o estados financieros debidamente certificados con la firma del representante legal y del contador público que elaboraron tales estados financieros. El fundamento jurídico en el cual reposa la anterior afirmación puede encontrarse en lo consagrado en el artículo 10 de la Ley 43 de 1990 y en el artículo 33 del Decreto 2649 de 1993, así como en las interpretaciones que ha realizado el órgano máximo de la profesión contable en Colombia, la Junta Central de Contadores.

Sensu contrario, la exigencia de este tipo de declaraciones atentan contra el principio general de la buena fe consagrado constitucional y doctrinalmente, el cual protege con una presunción legal las actuaciones que adelanten los particulares ante la Administración Pública. Tal presunción de buena fe y legalidad se encuentra además, en relación con la actividad profesional desplegada por los contadores públicos, en el artículo 10 de la Ley 43 de 1990, presunción de derecho que debió ser desvirtuada por la entidad pública licitante en el presente caso, mediante la descalificación probatoria de los estados financieros presentados.

Por último, en virtud del principio constitucional de la prevalencia del derecho sustancial, el cual fue fielmente aplicado por el legislador en materia de contratación estatal, la exigencia de la declaración tantas veces citada es una traba procedimental que contraviene el principio de economía consagrado en la Ley 80 de 1993, ya que con la sola firma del representante legal y del contador público se surte la certificación que comprueba la veracidad y lealtad de los balances presentados con la verdadera situación financiera de la empresa, pudiéndose con ello comparar la propuesta presentada por la Unión Temporal Martínez y Martínez con las elevadas por los demás oferentes.

En consideración a lo anteriormente expuesto, solicito se cambie la calificación de "NO HÁBIL" por la de "HÁBIL", toda vez que la propuesta presentada por la UNIÓN TEMPORAL MARTINEZ y MARTINEZ, cumple a cabalidad con los requisitos legales y del pliego de la invitación…¨
RTA.: La Certificación de los Estados Financieros Artículo 37 de la Ley 222/95 Requisito que exigen los Pliegos numeral 9.2 literal c punto 2 establece claramente que sin esta certificación los Estados Financieros no pueden aceptarse y en tal caso no puede aceptarse la propuesta, teniendo en cuenta que los Pliegos son absolutamente claros al exigir el mencionado requisito y que los mismos configuran las condiciones que rigen la presente invitación a cotizar y que deben aplicarse en igualdad de condiciones y objetivamente a todos los proponentes del presente proceso licitatorio, mal podría la Universidad desconocer en esta oportunidad las condiciones por ella misma pactadas y exigidas a cada una de los participantes.

La Universidad considera que no ha vulnerado el principio de la buena fé, en atención a que no se desconoce que el documento como tal eventualmente puede existir, simplemente el proponente incumplió con su obligación de presentarlo.   
Frente a su argumento de que debe primar la sustancia sobre la forma, la Universidad señala que el proponente tuvo la oportunidad para hacer las observaciones a los prepliegos y pliegos, para objetar este requisito, sin embargo no lo hizo.  Cabe precisar que el Alma Mater respeta la opinión del proponente sin embargo considera que el documento es requisito de fondo y no de forma.  
La sección tercera del Consejo de Estado en sentencia de febrero 3 de 2000, expediente 10.3399. C.P. Dr. Ricardo Hoyos Duque, al referirse sobre la naturaleza jurídica de la propuesta señaló ¨ que la propuesta que se formula por el particular interesado en la invitación de la administración, los estatutos contractuales y particularmente los pliegos de condiciones señalan los requisitos y formalidades que ésta debe atender, tales como los relativos al sujeto o calidades que deben reunir el potencial oferente, los del objeto su forma etc,  y en general todos los pormenores que la administración exige para que ésta sea jurídicamente eficaz y válida , que lo será si se ajusta material y formalmente al pliego de condiciones.   ¨. La propuesta implica un sometimiento al pliego de condiciones y quien propone es quien tiene conocimiento de éste y se somete a sus exigencias 
Por lo anterior no se acepta la observación y se reitera que la propuesta es rechazada.

3) A las observaciones de Edgar Hernando Oliveros Córdoba.
3.1º.
¨…Se solicita muy cordialmente a la entidad, se sirva hacer la revisión de la INSCRIPCIÓN DE LIBROS, en la Cámara de Comercio o en la DIAN, de todos los integrantes de los proponentes para el presente proceso de selección, y proceda a rechazar a quienes no tengan dicha inscripción. Esto con fundamento en la Orientación Profesional No. 5 Libros, emitida por el Consejo Técnico de la Contaduría Pública, en el numeral 4.1.3.9.1.1 CÁMARAS DE COMERCIO:


“Se deben inscribir en el Registro Mercantil de la Cámara de Comercio, de acuerdo al numeral 7° artículo 28 del Código Mercantil los libros de contabilidad, los de registro de accionista, los de actas de asambleas y juntas de socios, así como los de juntas directivas de sociedades mercantiles y civiles (art. 1 de la ley 222 de 1995).


Conforme a la guía para constituir y formalizar una empresa No. 1 de la Cámara de Comercio de Bogotá, “Por ley todos los empresarios deben presentar e inscribir los libros de comercio en la Cámara de Comercio. Los libros que se deben inscribir son:


PERSONAS NATURALES

a) Libros mayor y balance;

b) Libro diario, y

c) Libro de inventarios y de balances

SOCIEDADES

a) Libro mayor y balances;

b) Libro de inventarios y balances;

c) Libro diario, y 

d) Libro de actas de asamblea, de registro de socios, de asambleas y de juntas, según el caso”. (…)”

Por esta razón se solicita el rechazo de los proponentes que no tengan inscritos los libros, con apoyo también de la ley 222 de 1995 en su artículo 37, que reza:

“Artículo 37. Estados financieros certificados. El representante legal y el contador público bajo cuya responsabilidad se hubiesen preparado los estados financieros deberán certificar aquellos que se pongan a disposición de los asociados o de terceros. La certificación consiste en declarar que se han verificado previamente las afirmaciones contenidas en ellos, conforme al reglamento, y que las mismas se han tomado fielmente de los libros.”…
RTA.:  La Universidad considera no procedente a efectuar la revisión de la inscripción de los libros en la Cámara de Comercio o en la DIAN de todos los proponentes para el presente proceso de selección, como quiera que ella a través de los Pliegos solicitó la certificación  de los Estados Financieros conforme a lo estipulado en la Ley 222/95, la cual goza de presunción de legalidad dado que esta firmada por el representante legal y el contador publico quienes como fedatarios hacen presumir, que el acto respectivo se ajusta a todos los requisitos legales (artículo 10 de la Ley 43/90).

Cabe precisar que el artículo 83 de la Constitución Política señala “las actuaciones de los participantes y de las autoridades públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fé, la cual se presumirá ante todas las gestiones que aquellos adelanten ante esta”.

3.2 ¨…Según lo establecido en los pliegos de condiciones, en el punto 9.2 DOCUMENTOS TÉCNICOS, numeral c. ESTADOS FINANCIEROS Y DECLARACIÓN DE RENTA:

“ El proponente deberá anexar los siguientes documentos: 

1. Estados financieros básicos y declaración de renta del año 2003, acompañado de sus respectivas notas y debidamente firmados por el Representante Legal, el Contador y el Revisor Fiscal (para los casos en que la firma esté obligada a tener revisor fiscal, ya sea por norma interna o por ley).

2. Certificación de los Estados Financieros conforme a lo estipulado en el artículo 37 de la Ley 222 de 1995 (sin esta certificación los estados financieros no pueden aceptarse y en tal caso no se puede aceptar la propuesta).

3. Dictamen del revisor fiscal o contador independiente, conforme a lo establecido en el artículo 38 de la ley 222 de 1995 (para los casos en que la firma esté obligada a tener revisor fiscal, ya sea por norma interna o por ley).

4. Certificado de Antecedentes Disciplinarios vigente del Contador y del Revisor Fiscal  expedido por la Junta Central de Contadores con vigencia no superior a tres (3) meses. (Este documento es subsanable)....
... La omisión en la presentación de la oferta de los estados financieros y la declaración de renta, el certificado de ingresos y retenciones o el RUT no será subsanables y generará el rechazo de la propuesta.

Ahora bien, según lo establecido en el Decreto 2649 de 1993, Artículo 22, que reza:

“ Articulo 22. Estados financieros básicos. Son estados financieros básicos:

1. El balance general

2. El estado de resultados

3. El estado de cambios en el patrimonio

4. El estado de cambios en la situación financiera

5. El estado de flujos de efectivo.”

Como resultado, pedimos el rechazo fulminante de las siguientes propuestas, por no cumplir con lo establecido en los pliegos de condiciones al no presentar el Estado de Cambios en el Patrimonio, el Estado de Cambios en la Situación Financiera, y el Estado de Flujos de Efectivo, de los siguientes integrantes:

1. CONSORCIO J.I AGUDELO GALEANO:

· IGNACIO ZAMBRANO CAICEDO

2. CONSORCIO UNICAUCA:

· JUAN CARLOS CANENCIO SÁNCHEZ

3. CARLOS ANDRÉS ACEVEDO ESCOBAR

4. CONSORCIO ASTAIZA MAYOR:

· OSCAR NOEL MAYOR POSSO

· JOSÉ RODRIGO ASTAIZA GALLEGO

5. U. T. ELSA CAMPOS – MARITZA SÁNCHEZ:

· ELSA CAMPO LÓPEZ

· MARITZA EUGENIA SÁNCHEZ VALENCIA

6. CONSORCIO TÉCNICO DEL CAUCA:

· FRANCISCO CESAR FRANKY ALZATE

· FIDEL MODESTO MOSQUERA ORDÓÑEZ

· FRANCISCO NEFTALI SERPA AMAYA

7. IVÁN ECHEVERRI OSORIO

8. U.T. CONSTRUCCIONES Y ACABADOS:

· ADOLFO LEÓN VALDERRAMA

· REGENCY SERVICES DE COLOMBIA S.A.

9. U.T. CASAS – MUÑOZ – TRAMETAL:

· ORLANDO CASAS SANTACRUZ

· MARTA LUCIA MUÑOZ ORDÓÑEZ

10. CONSORCIO DISEÑO Y CONSTRUCCIONES:

· GERMAN TORRES SALGADO

· IRLANDA MARICEL VERGARA QUINTERO…¨
RTA Las personas jurídicas y las personas naturales comerciantes están obligados a preparar estados financieros que permitan conocer en forma clara y completa la situación de su patrimonio con corte a 31 de diciembre de cada año, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 52 del Código de Comercio y el artículo 9o. del Decreto 2649. 

Tratándose de personas naturales, la organización, revisión y control así como la certificación de los estados financieros, corresponde a los profesionales de la contaduría pública, de acuerdo con lo establecido en el artículo 2o. de la Ley 43 de 1990, quien los firma conjuntamente con la persona natural, formalidad a través de la cual se les imprime la fe pública contable prevista en el artículo 10 de la Ley 43 de 1990.

Teniendo en cuenta, que a este proceso concurren personas naturales no comerciantes, es decir que ejercen una profesión liberal, nos atenemos a lo expresado en la Circular Externa No. 037 del 20 de Diciembre de 2001 de la Junta Central de Contadores, la cual indica que si bien de conformidad con lo anteriormente expresado las personas naturales no comerciantes “no están obligados a llevar contabilidad, no se excluye para ellas la posibilidad de preparar y presentar estados financieros certificados y dictaminados, con sustento en los libros de contabilidad debidamente diligenciados, cuando así se requiera en determinadas situaciones, licitaciones o concursos, de no ser así, la información presentada con cualquier propósito no tendría el carácter de Estados Financieros. 

Por lo anterior y teniendo en cuenta el artículo 22 del Decreto 2649 de 1993 en concordancia con el numeral 9.2 literal c punto 1. de los Pliegos de la presente licitación a cotizar, se concluye que:

1. CONSORCIO J.I   

          AGUDELO GALEANO

· No allego a su propuesta Estados de Cambio en el Patrimonio, Estados de Cambio en la situación Financieras y Estado de Flujo de Efectivo.
     IGNACIO ZAMBRANO CAICEDO

· No allego a su propuesta Estados de Cambio en el Patrimonio, Estados de Cambio en la situación Financieras y Estado de Flujo de Efectivo.

2. CONSORCIO UNICAUCA:

JUAN CARLOS CANENCIO SÁNCHEZ

· No allego a su propuesta Estados de Cambio en el Patrimonio, Estados de Cambio en la situación Financieras y Estado de Flujo de Efectivo.

3. CARLOS ANDRÉS ACEVEDO ESCOBAR

· No allego a su propuesta Estados de Cambio en el Patrimonio, Estados de Cambio en la situación Financieras y Estado de Flujo de Efectivo.

4. CONSORCIO ASTAIZA MAYOR:


OSCAR NOEL MAYOR POSSO

· No allego a su propuesta Estados de Cambio en el Patrimonio, Estados de Cambio en la situación Financieras y Estado de Flujo de Efectivo.

JOSÉ RODRIGO ASTAIZA GALLEGO

· No allego a su propuesta Estados de Cambio en el Patrimonio, Estados de Cambio en la situación Financieras y Estado de Flujo de Efectivo.

5. U. T. ELSA CAMPOS – MARITZA SÁNCHEZ:

      ELSA CAMPO LÓPEZ

· No allego a su propuesta Estados de Cambio en el Patrimonio, Estados de Cambio en la situación Financieras y Estado de Flujo de Efectivo.

MARITZA EUGENIA SÁNCHEZ VALENCIA

· No allego a su propuesta Estados de Cambio en el Patrimonio, Estados de Cambio en la situación Financieras y Estado de Flujo de Efectivo.

6. CONSORCIO TÉCNICO DEL CAUCA:

       FRANCISCO CESAR FRANKY ALZATE

· No allego a su propuesta Estados de Cambio en el Patrimonio, Estados de Cambio en la situación Financieras y Estado de Flujo de Efectivo.

        FIDEL MODESTO MOSQUERA ORDÓÑEZ

· No allego a su propuesta Estados de Cambio en el Patrimonio, Estados de Cambio en la situación Financieras y Estado de Flujo de Efectivo.

         FRANCISCO NEFTALI SERPA AMAYA

· No allego a su propuesta Estados de Cambio en el Patrimonio, Estados de Cambio en la situación Financieras y Estado de Flujo de Efectivo.

7. IVÁN ECHEVERRI OSORIO

· No allego a su propuesta Estados de Cambio en el Patrimonio, Estados de Cambio en la situación Financieras y Estado de Flujo de Efectivo.

8. U.T. CONSTRUCCIONES Y ACABADOS:

ADOLFO LEÓN VALDERRAMA

· No allego a su propuesta Estados de Cambio en el Patrimonio, Estados de Cambio en la situación Financieras y Estado de Flujo de Efectivo.

REGENCY SERVICES DE COLOMBIA S.A.

· No allego a su propuesta Estados de Cambio en el Patrimonio, Estados de Cambio en la situación Financieras y Estado de Flujo de Efectivo.

9. U.T. CASAS – MUÑOZ – TRAMETAL

ORLANDO CASAS SANTACRUZ

· No allego a su propuesta Estados de Cambio en el Patrimonio, Estados de Cambio en la situación Financieras y Estado de Flujo de Efectivo.

       MARTA LUCIA MUÑOZ ORDÓÑEZ

· No allego a su propuesta Estados de Cambio en el Patrimonio, Estados de Cambio en la situación Financieras y Estado de Flujo de Efectivo.

10. CONSORCIO DISEÑO Y CONSTRUCCIONES:

      GERMAN TORRES SALGADO

· No allego a su propuesta Estados de Cambio en el Patrimonio, Estados de Cambio en la situación Financieras y Estado de Flujo de Efectivo.

       IRLANDA MARICEL VERGARA QUINTERO

· No allego a su propuesta Estados de Cambio en el Patrimonio, Estados de Cambio en la situación Financieras y Estado de Flujo de Efectivo.

Por lo tanto, en atención a la omisión en la presentación en las respectivas ofertas de los documentos anteriormente relacionados y como requisito no subsanable, su observación es aceptada y en ese sentido se modifican los resultados del informe de calificación y evaluación de las propuestas arriba relacionadas, atendiendo al párrafo último del literal c del numeral 9.2 de los Pliegos.

3.3º.
 ¨… De conformidad con lo establecido en el artículo 38 de la ley 222 de 1995, que reza:


“Artículo 38. Estados financieros dictaminados: Son dictaminados aquellos estados financieros certificados que se acompañen de la opinión profesional del revisor fiscal o, a falta de éste, del contador público independiente que los hubiere examinado de conformidad  con las normas de auditoría generalmente aceptadas.


Estos estados deben ser suscritos por dicho profesional, anteponiendo la expresión “ver la opinión adjunta” u otra similar. El sentido y el alcance de su firma será el que se indique en el dictamen correspondiente, que contendrá como mínimo las manifestaciones exigidas por el reglamento (…)”. 

Deben rechazarse las siguientes propuestas, al incumplir con lo solicitado en el pliego de condiciones, por no incluir con su propuesta el dictamen de los estados financieros de los siguientes integrantes:

1. CONSORCIO J.I 

         AGUDELO GALEANO:


IGNACIO ZAMBRANO CAICEDO

2. CARLOS ANDRÉS ACEVEDO ESCOBAR

3. U. T. ELSA CAMPOS – MARITZA SÁNCHEZ:

     ELSA CAMPO LÓPEZ

MARITZA EUGENIA SÁNCHEZ VALENCIA

4.  CONSORCIO TÉCNICO DEL CAUCA:


  FRANCISCO CESAR FRANKY ALZATE


  FIDEL MODESTO MOSQUERA ORDÓÑEZ


  FRANCISCO NEFTALI SERPA AMAYA

5. IVÁN ECHEVERRI OSORIO

6. CONSORCIO DISEÑO Y CONSTRUCCIONES:


     GERMAN TORRES SALGADO…¨
RTA.: Su observación no es aceptada, como quiera que los Estados Financieros Dictaminados única y exclusivamente se pueden exigir a quienes están obligados a tener Revisor Fiscal, ya sea por norma interna o por la Ley, y para el caso en concreto las personas que usted relaciona, son personas naturales y no tienen obligatoriedad de contar con Revisor Fiscal.

3.4
¨…De conformidad con lo establecido en la Ley 222 de 1995, en sus artículos 37 y 38, y con la Circular Externa número 037, de la Junta Central de Contadores, (del cual anexo copia), deben rechazarse los siguientes proponentes, debido a que el Balance General, no se encuentra firmado por el Revisor Fiscal, o en su defecto por el Contador Público independiente:

1. CONSORCIO J.I AGUDELO GALEANO:

IGNACIO ZAMBRANO CAICEDO

JUAN GUILLERMO AGUDELO GALEANO

2. CONSORCIO S.F. CAUCA:

FERNANDO JOSE LOPEZ ALVAREZ

SEVERO ANTONIO ALVAREZ CAMERA

3. CONSORCIO ASTAIZA MAYOR:

OSCAR NOEL MAYOR POSSO

JOSÉ RODRIGO ASTAIZA GALLEGO

INGENIERÍA SÓLIDA LTDA. DE COLOMBIA

4. U. T. ELSA CAMPOS – MARITZA SÁNCHEZ:

ELSA CAMPO LÓPEZ

MARITZA EUGENIA SÁNCHEZ VALENCIA

5. CONSORCIO TÉCNICO DEL CAUCA:

FRANCISCO CESAR FRANKY ALZATE

FIDEL MODESTO MOSQUERA ORDÓÑEZ

FRANCISCO NEFTALI SERPA AMAYA

6. IVÁN ECHEVERRI OSORIO

7. U.T. CASAS – MUÑOZ – TRAMETAL:

ORLANDO CASAS SANTACRUZ

MARTA LUCIA MUÑOZ ORDÓÑEZ

TRAMETAL

8. CONSORCIO DISEÑO Y CONSTRUCCIONES:

GERMAN TORRES SALGADO

IRLANDA MARICEL VERGARA QUINTERO…¨
RTA.: En el caso en concreto, los proponentes por usted aludidos, no están obligados por ley  a tener revisor fiscal, por lo tanto la Universidad no puede exigirles que su Balance General, este firmado por el Revisor Fiscal.
Atentamente,

DIEGO JOSE MUÑOZ SOLANO

Presidente

Junta de Licitaciones y Contratos

